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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 10 de diciembre de 2021. 

 Mediante recurso de Apelación presentado el 24 de septiembre del 

año en curso, el Sr. José M. Pérez Villanueva (señor Pérez o apelante) nos 

solicita que revisemos y dejemos sin efecto la Sentencia emitida en el caso 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), con 

fecha del 25 de agosto de 2021, notificada el día 27 del mismo mes y año. En 

el mismo, el TPI desestimó por falta de jurisdicción la Demanda que el 

apelante presentó contra el Baloncesto Superior Nacional Femenino (BSNF) 

y el Sr. Luis Gabriel Miranda (señor Miranda). 

 Evaluado el expediente ante nuestra consideración, por los 

fundamentos que a continuación exponemos, confirmamos el dictamen 

apelado.  

I. 

 El 30 de enero de 2020, el señor Pérez instó Demanda por 

incumplimiento de contrato y daños y perjuicios contra el BSNF y el señor 
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Miranda (conjuntamente denominados la parte apelada). El 10 de junio del 

mismo año, la parte apelada compareció ante el tribunal para solicitar una 

prórroga para someter su alegación responsiva. Vencido el término 

concedido para ello, sin que hubiera sido notificada de una alegación 

responsiva, el señor Pérez solicitó al TPI que le fuera anotada la rebeldía a 

los demandados. En esa misma fecha, la parte apelada se opuso a la 

anotación de rebeldía. A tales efectos, señaló que ese día se estaba 

presentando ante la consideración del tribunal una solicitud para la 

desestimación de la Demanda y que tal moción interrumpe el término para 

contestar la demanda. 

 Efectivamente, el 27 de abril de 2021, la parte apelada sometió una 

Solicitud de desestimación de Demanda. En esta, reclamó falta de jurisdicción 

sobre la materia por parte del foro judicial. En particular, manifestó que al 

aceptar ser apoderado de una franquicia en el BSNF el apelante aceptó 

someterse a las disposiciones reglamentarias de la Liga de Baloncesto 

Superior Femenino. Señaló, pues, que el Reglamento General de la Liga de 

Baloncesto establece la selección de un foro administrativo para resolver 

cualquier controversia o disputa que pueda surgir entre las partes, por lo 

que, ante la selección de un foro particular, el foro judicial debía abstenerse 

de intervenir en la cuestión. En concreto, destacó que el señor Pérez antes 

de recurrir a los tribunales compareció a varios de los foros administrativos 

que el antes mencionado reglamento establece, para la resolución de 

disputas y controversias.  Sin embargo, resaltó, este no compareció ante el 

próximo foro en jerarquía- la Corte de Arbitraje Deportivo en Lausana, 

Suiza- quien ostentaba jurisdicción para resolver la disputa, en definitiva, y 

conforme el Código de Arbitraje Deportivo. Ante ello, reclamó la falta de 

jurisdicción del foro judicial sobre la materia y por falta de agotamiento de 

los procedimientos administrativos. 
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 Además de lo anterior, para sustentar su petición desestimatoria, la 

parte apelada invocó falta de jurisdicción por ausencia de una parte 

indispensable. Sobre este particular, argumentó que once (11) de las treinta 

y cinco (35) alegaciones de la Demanda señalan o tratan sobre acciones u 

omisiones de un tercero que no ha sido traído al pleito; el Municipio de 

Aguada. Por esa razón, arguyó que no habiéndose incluido una parte a 

quien se le imputan actuaciones directas relacionadas al reclamo, debía 

desestimarse la demanda por no haberse incluido a la misma.  

 El 25 de mayo de 2021, el señor Pérez presentó su Moción en oposición 

a desestimación. Sostuvo que la afirmación hecha por la parte apelada en su 

solicitud de desestimación era una errada, ya que los foros deportivos son 

los foros con facultad para dilucidar asuntos relacionados al deporte del 

baloncesto y no para resolver cuestiones de Derecho. De igual forma, alegó 

que aplicar la cláusula de selección de foro constituiría un fracaso a la 

justicia, además de una clara y patente inequidad, ya que permitir que el 

foro deportivo ventile las controversias, permitiría que el BSNF sea el 

juzgador de sus propios actos.  Siendo ello así, en el presente caso la 

cláusula de selección de foro era una injusta e irrazonable. En cuanto a la 

doctrina de agotamiento de los procedimientos administrativos, repitió el 

argumento que los foros administrativos tienen jurisdicción primaria sobre 

asuntos de índole deportivo mientras la controversia sometida ante el 

tribunal era una de Derecho. Por último, negó que existiera ausencia de 

parte indispensable, ya que en la controversia de epígrafe el Municipio no 

tiene interés en común que impida que sin su presencia se adjudique la 

controversia.  

 Evaluadas ambas posturas, el foro de instancia dictó la Sentencia 

apelada. En esta, dictaminó que como apoderado de un equipo de la Liga 

de Baloncesto Superior Nacional Femenino, el señor Pérez se obligó, no solo 

a cumplir con los reglamentos internos de dicha liga, sino que también se 
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obligó a cumplir con aquellos de la Federación de Baloncesto de Puerto Rico 

y con las reglas y la Constitución del Comité Olímpico de Puerto Rico 

(COPUR). Siendo ello así, tras examinar en conjunto la Constitución del 

COPUR, el Reglamento de la Federación de Baloncesto de Puerto Rico y el 

Reglamento del Baloncesto Superior Nacional Femenino de Puerto Rico, el 

tribunal apelado manifestó que no albergaba duda de que el señor Pérez 

para dirimir las controversias existentes se sometió a los procedimientos 

dispuestos para ello por estas organizaciones, más no agotó los mismos.  

 Por ese motivo, el foro de instancia expresó no quedar convencido 

por los argumentos sometidos por el señor Pérez al oponerse a la solicitud 

de desestimación en cuanto a que la controversia en el presente caso no 

requiere el expertise del foro deportivo por tratarse de un asunto de estricto 

Derecho. En contrario, el TPI concluyó que son los foros administrativos 

deportivos quienes tienen el conocimiento y el dominio de la 

reglamentación del Baloncesto Superior Nacional y las prácticas comunes 

en el manejo de las franquicias de los equipos de baloncesto. Por todo lo 

anterior, el foro primario resolvió que “la controversia trabada se 

circunscribe a un asunto contractual que debe ser resuelto por las 

disposiciones convenidas entre la entidad reguladora BSNF, Federación de 

Baloncesto Nacional y COPUR y el peticionario como apoderado, según 

sean aplicadas e interpretadas por la autoridad adjudicativa reconocida por 

los miembros de la entidad (el Tribunal Deportivo) y no por los tribunales 

de justicia.” En consecuencia, desestimó la Demanda instada por el señor 

Pérez por falta de jurisdicción.  

 Inconforme con lo resuelto, el señor Pérez instó la Apelación de 

epígrafe en la que alegó que incidió el TPI al resolver que la cláusula sobre 

selección de foro era válida, y, por tanto, concluir que era el foro deportivo 

el ente con la jurisdicción y competencia para atender el presente caso.  

Atendido el recurso, el 27 de septiembre de 2021 emitimos Resolución en la 
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que ordenamos a la parte apelada a presentar su alegato dentro del término 

establecido por el Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B. En cumplimiento con lo ordenado, el 25 de octubre de este año la 

parte apelada sometió su Alegato de Réplica. Posteriormente, el 8 de 

noviembre del año en curso mediante Resolución ordenamos a la parte 

apelada a que en un término perentorio de cinco (5) días nos proveyera 

copia de la Constitución de la Federación de Baloncesto de Puerto Rico. El 

15 de noviembre de este año, a través de una Moción en Cumplimiento de 

Orden, así lo hizo.  

 Con el beneficio de la comparecencia de todas las partes, damos por 

sometido el asunto y procedemos a resolver.  

II. 

-A- 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, 

permite a una parte que es demandada, mediante la presentación de una 

moción debidamente fundamentada a esos fines, solicitar la desestimación 

de la demanda instada en su contra. En particular, la referida regla establece 

que la parte demandada podrá solicitar la desestimación de la demanda en 

su contra por alguno de los siguientes fundamentos: 

(1) Falta de jurisdicción sobre la materia. 
(2) Falta de jurisdicción sobre la persona. 
(3) Insuficiencia del emplazamiento. 
(4) Insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento. 
(5) Dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio. 
(6) Dejar de acumular una parte indispensable. Íd. (Énfasis suplido) 

 
Al respecto, el más alto foro ha expresado que, al resolverse una 

moción de desestimación por el fundamento de que la demanda deja de 

exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio, "[e]l 

tribunal tomará como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda 

y que hayan sido aseverados de manera clara y concluyente, y que de su 

faz no den margen a dudas". Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 
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DPR 409, 428, (2008); Colón v. Lotería, 167 DPR 625, (2006). Además, deberá 

identificar los elementos que establecen la causa de acción y las meras 

alegaciones concluyentes que no pueden presumirse como ciertas. 

Hernández Colón op. cit., pág. 268; Ashcroft v. Global, 556 US 662 (2009); 

Bell Atlantic Corp. v. Twombly, 550 US 544 (2007).  

Cónsono con lo anterior las alegaciones en la demanda se tienen que 

interpretar “[c]onjuntamente, liberalmente y de la forma más favorable 

posible para la parte demandante" Cruz Pérez v. Roldán Rodríguez, 2021 

TSPR 16; López García v. López García, 200 DPR 50, 69 (2018). En ese 

sentido, la demanda no deberá desestimarse a menos que se demuestre que 

el demandante no tiene derecho a remedio alguno, bajo cualesquiera hechos 

que pueda probar. López García v. López García, Íd. 

Luego de brindarle veracidad a las alegaciones, el tribunal deberá 

determinar si a base de éstas, la demanda establece una reclamación 

plausible que justifique la concesión de un remedio al demandante a la luz 

de la norma establecida en Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra.  Sobre 

este particular el tratadista Hernández Colón explica que la plausibilidad o 

el estándar de plausibilidad consiste, en que “[e]l tribunal debe aceptar 

como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda eliminando del 

análisis las conclusiones legales y los elementos de la causa de acción 

apoyados por aseveraciones conclusorias. Luego de brindarle veracidad a 

los hechos bien alegados, debe determinar si a base de estos la demandada 

establece una reclamación plausible que justifique que el demandante tiene 

derecho a un remedio, guiado en sus análisis por la experiencia y el sentido 

común…” R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San Juan, 

LexisNexis, 2010, pág. 268. 

Realizado el análisis de las alegaciones, de entender que los hechos 

alegados "[n]o cumplen con el estándar de plausibilidad, el tribunal debe 

desestimar la demanda". R. Hernández Colón, op. cit.; Ashcroft v. Global, 
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supra; Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra.  El propósito de la doctrina es 

evitar "[q]ue una demanda insuficiente proceda bajo el pretexto de que con 

el descubrimiento de prueba pueden probarse las alegaciones 

conclusorias". R. Hernández Colón, op. cit.; J.A. Cuevas Segarra, Tratado de 

Derecho Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. JTS, 2011, Tomo II, pág. 529. 

-B- 

La jurisdicción es el poder o autoridad con el que contamos los 

tribunales para considerar y decidir los casos y controversias que nos son 

presentados ante nuestra consideración. Beltrán Cintrón et al. v. ELA et al., 

204 DPR 89, 101 (2020); Torres Alvarado v. Madera Atiles, 202 DPR 495, 499-

500 (2019).  En Puerto Rico, aun cuando los tribunales poseemos 

jurisdicción general, adquirimos autoridad para entender sobre los asuntos 

judiciales por virtud de ley.  Por tanto, no la podemos atribuir ni las partes 

nos la pueden otorgar.   

Acorde con la norma imperante, estamos emplazados a ser fieles 

guardianes de nuestra jurisdicción y carecemos de discreción para asumirla 

donde no la hay. Allied Mgmt. Group v. Oriental Bank, 204 DPR 374, 386 

(2020); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007).  Por 

ende, las cuestiones relativas a la jurisdicción pueden considerarse motu 

proprio o a petición de parte, en cualquier etapa de los procedimientos, 

incluso en la apelativa. Rosario Domínguez et als. v. ELA et al., 198 DPR 

197, 206 (2017); Ríos Martínez, Com. Alt. PNP v. CLE, 196 DPR 289 (2016).   

Entre las doctrinas de abstención judicial, se encuentra la doctrina de 

jurisdicción primaria. A diferencia de la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos, la doctrina de jurisdicción primaria presupone no haberse 

iniciado proceso alguno por las partes ante la agencia administrativa, 

siendo ésta quien disfruta de la discreción o conocimiento especializado 

para entender en los asuntos planteados. Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. 

del Rey, 155 DPR 906, 921 (2001). La misma atiende el problema de 
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determinar si el foro con jurisdicción para ventilar una controversia en 

primera instancia es el tribunal o la agencia administrativa, lo cual establece 

un sistema de prelación o prioridad jurisdiccional. Báez Rodríguez et al. v. 

E.L.A, 179 DPR 231, 239 (2010); Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. del Rey, 

supra; Mun. de Caguas v. AT&T, 154 DPR 401, 410 (2001); Aguilú Delgado 

v. P.R. Parking System, 122 DPR 261, 266 (1988).  

La doctrina de jurisdicción primaria tiene dos modalidades, por una 

parte, la jurisdicción primaria concurrente y, por otra, la jurisdicción primaria 

exclusiva. Rivera Ortiz v. Mun. de Guaynabo, 141 DPR 257, 267 (1996) 

citando a Paoli Méndez v. Rodríguez, 138 DPR 449, 469 (1995). La 

jurisdicción primaria concurrente presupone que tanto el tribunal como el foro 

administrativo tienen jurisdicción concurrente. CBS Outdoor v. Billboard 

One, Inc. et al., 179 DPR 391, 404 (2010); SLG Semidey Vázquez v. ASIFAL, 

177 DPR 657 (2009). Esto alude a que ambos foros tienen simultáneamente 

jurisdicción legal para entender en la controversia. CBS Outdoor v. 

Billboard One, Inc. et al., supra; Ortiz v. Panel F.E.I., 155 DPR 219, 243 (2001). 

Sin embargo, el foro judicial otorga deferencia al organismo administrativo 

para atender la controversia por entender que las agencias están “mejor 

equipadas que los tribunales debido a su especialización y al conocimiento 

obtenido a través de la experiencia”. Báez Rodríguez et al. v. E.L.A., supra, 

pág. 240; Ortiz v. Panel F.E.I., supra, pág. 243. Esto significa que, al 

considerar las cuestiones de hecho, se requiere el ejercicio de la discreción 

adjudicativa o aplicación del conocimiento especializado que la agencia 

posee. Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Marina de Pto. del Rey, supra, pág. 921.  

Ahora bien, si las controversias traídas ante el foro judicial “no 

requieren el peritaje o el conocimiento especializado de la agencia, el foro 

judicial no tiene por qué abstenerse de ejercer su autoridad ordinaria para 

atender el asunto ante su consideración”. Báez Rodríguez et al. v. E.L.A., 

supra. Por otro lado, la jurisdicción primaria exclusiva se refiere a que una ley 
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o un estatuto le confiere jurisdicción a determinado ente administrativo 

para que éste sea el único foro con facultad para resolver, inicialmente, 

determinada controversia. Es decir, si una agencia cuenta con la 

jurisdicción primaria exclusiva, “los tribunales no tendrán autoridad 

para dilucidar el caso en primera instancia”. SLG Semidey Vázquez v. 

ASIFAL, supra, pág. 677; Municipio Arecibo v. Municipio Quebradillas, 163 

DPR 308, 327 (2004). (Énfasis suplido).  

Se ha puntualizado que para determinar si la ley le confiere o no 

jurisdicción exclusiva a un organismo administrativo, aun cuando la 

designación de jurisdicción exclusiva debe quedar clara y precisa, no se 

requiere que esta utilice específicamente dicho término. Báez Rodríguez et 

al. v. E.L.A., supra, pág. 241. En conformidad con lo anterior, “[p]ara privar 

a un tribunal de jurisdicción general de su autoridad para entender en 

algún asunto en particular, es necesario que así se haya dispuesto 

expresamente en algún estatuto o que ello surja del mismo por implicación 

necesaria”. Suárez Molina v. Com. Local Cataño, 205 DPR 642 (2020), 

citando a Junta Dir. Cond. Montebello v. Fernández, 136 DPR 223, 230 

(1994).   

A pesar de lo anterior, “la jurisdicción primaria exclusiva no soslaya 

la revisión judicial posterior de la decisión del organismo”. SLG Semidey 

Vázquez v. ASIFAL, supra, pág. 677. Es decir, puede ser objeto de revisión 

judicial posterior al dictamen de la agencia administrativa. De este modo, 

si el caso llegara posteriormente al tribunal, “éste tendrá el beneficio del 

parecer del ente administrativo especializado sobre la controversia”. 

Municipio Arecibo v. Municipio Quebradillas, supra, pág. 134.   

-C- 
 
 La Liga de Baloncesto Superior Nacional Femenino de Puerto Rico, 

es una organización sin fines de lucro afiliada a la Federación de Baloncesto 
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de Puerto Rico (FBPR). Esta, se dedica a promover, organizar y desarrollar 

el baloncesto femenino en Puerto Rico.1 

 Sobre la controversia ante nuestra consideración, el Artículo 11.1 del 

Reglamento BSNF dispone: 

Artículo 11.1 Procedimientos, citaciones y Notificaciones 

Las citaciones a vistas que se celebren para adjudicar controversias 
de hechos por protestas, incidentes disciplinarios, impugnaciones 
de elegibilidad, violaciones reglamentarias o de cualquier otra 
índole, se harán vía correo electrónico por conducto del (la) 
Apoderado(a) del equipo o equipos envueltos. Se citarán las partes 
involucradas que la Liga estime pertinentes. La ausencia de 
cualquier parte citada, constituirá una renuncia a ser escuchado y 
la Liga se reservará el derecho a tomar cualquier sanción hacia los 
que se ausenten. Nunca se tomará acción alguna contra personas o 
entes no citados. Las partes serán responsables de producir la 
presencia de todo aquel que pueda beneficiar a su causa y que no 
haya sido citado y/o producir cualquier prueba que le beneficie 
según su propio criterio. Una vez presente, se somete a la autoridad 
de acción de BSNF y específicamente del funcionario que atiende el 
procedimiento.  
 
El Director de Torneo presidirá la audiencia de primera instancia, a 
no ser que se trate de un asunto en el que no tenga inherencia por 
tratarse de uno relacionado a la administración del BSNF. En esos 
casos, el Presidente o Director General del organismo se constituye 
en el foro de primera instancia. En ambos casos, el llamado a 
presidir la correspondiente audiencia podrá designar un Oficial 
Examinador que le suplante en la misma para que le rinda un 
informe con recomendación o para que emita la correspondiente 
Resolución. La persona que presida la vista será quien determine 
sobre el orden de la prueba y sobre la necesidad de escuchar a todos 
o algunos de los testigos, pero no dejará de examinar a aquel o 
aquellos que se alegue puedan constituir prueba exculpatoria para 
alguno de los involucrados y se atendrá mayormente a los 
principios evidenciarios de los foros judiciales del país. Las vistas 
serán grabadas y se permitirá que sean grabadas por las partes.  
 
La protesta, incidente o reclamo será analizada(o) y resuelta(o) por 
el Director del Torneo o el examinador que presidió la vista y la 
determinación será notificada a los afectados en o antes de 72 horas 
y su vigencia afectará sólo a partidos señalados en o después de 24 
horas desde la notificación. Además de aquellos mediante los 
cuales se citó la vista, se notificará a toda persona sancionada de la 
resolución emitida al correo electrónico que haya provisto en la 
vista. De haberse ausentado a la vista, habiendo sido citado, se 
notificará por conducto de los que fueron notificados de la citación.  
 
Si la parte perjudicada no está de acuerdo con la determinación del 
Director de Torneo o de su designado, podrá apelar la misma, por 
escrito al Presidente de BSNF, en un término no mayor de 48 horas, 
de tratarse de una protesta de juego, y no mayor de cinco (5) días 
laborables en cualquier otro tipo de asunto, contados desde haber 
sido notificado. No será necesaria la celebración de una nueva vista 
en apelación puesto que no se permitirá nueva prueba en esa etapa, 

 
1 Artículo 1.1 del Reglamento BSNF, según enmendado 2016 del Baloncesto Superior 
Nacional Femenino de Puerto Rico. 
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a no ser que el planteamiento se base en que no se permitió 
presentar testimonio o prueba incorrectamente. La resolución de la 
apelación será emitida y notificada en no más de 72 horas que se 
contarán desde que se radicó el recurso ante el Presidente o desde 
que se celebró vista, según sea el caso. Mientras se resuelvan los 
recursos apelativos, las sanciones impuestas continuarán en vigor.  
 
A excepción de Protestas de juego, cuya determinación presidencial 
será final, firme e inapelable, aquella parte que se entienda 
afectada, podrá apelar de la Resolución del Presidente ante la Junta 
de Gobierno de la Federación de Baloncesto de Puerto Rico en un 
plazo máximo de cinco días laborables.  
 
De la determinación de la Federación podrá apelarse ante El 
Tribunal de Arbitraje y Asuntos Deportivos (TAAD) del Comité 
Olímpico de Puerto Rico en un plazo máximo de cinco días 
laborables.  
 
Esta última determinación, al igual que todas aquellas no apeladas 
dentro del término provisto para cada instancia, será final, firme e 
inapelable.  

 
-D- 

 
 Como indicamos, la Liga de Baloncesto Superior Nacional Femenino 

está afiliada a la FBPR. Este es un organismo deportivo autónomo, 

democrático, con fines no pecuniarios, dedicado a promover, organizar, 

desarrollar y dirigir el deporte del baloncesto en Puerto Rico que está 

afiliado a la Federación Internacional de Baloncesto (FIBA), así como al 

COPUR.2 Aquellos organismos, oficiales, entidades, ligas y personas 

afiliadas a la Federación están obligadas a cumplir con la Constitución de 

la FBPR, sus reglamentos internos y otras reglas, determinaciones y 

decisiones de esta.3   

 Sobre la composición de la FBPR, el Artículo 11.1 de su Constitución 

establece que serán miembros de esta las personas individuales que estén 

afiliadas a un Club reconocido que forme parte de la Federación, los que 

formen parte de algún grupo organizado reconocido por la FBPR, como por 

ejemplo organizaciones de árbitros, de entrenadores, de funcionarios de 

mesa y otros similares. Además de los antes mencionados, podrán ser 

miembros de la FBPR los clubes, las ligas afiliadas y las organizaciones 

 
2 Preámbulo de la Constitución de la FBPR. 
3 Artículo 1.1 de la Constitución de la FBPR. 
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especializadas reconocidas por la FBPR. Véase, artículos 11.1 y 11.2 de la 

Constitución de la FBPR.  

 El Artículo 12 de la Constitución de la FBPR establece los derechos 

de los miembros de esta. De igual forma, el Artículo 13 del mismo 

documento establece cuáles son sus obligaciones. En lo concerniente a la 

controversia que atendemos, el artículo 13.2 de la Constitución de la FBPR 

lee: 

13.2 Los miembros de la Federación deberán canalizar cualquier 
protesta u objeción conforme establecido en la Constitución y 
Reglamentos de FBPR, mantenerlos dentro de los canales 
deportivos establecidos en esta Federación, el COPUR, la FIBA, el 
Comité Olímpico Internacional (COI) y los Tribunales Deportivos 
reconocidos por éstos. La membresía en esta Federación significa 
que el miembro renuncia a presentar un caso ante cualquier 
organismo que no sean los antes enumerados incluyendo que 
renuncia a presentarlos ante los tribunales de justicia reconociendo 
que las determinaciones del órgano deportivo de más alta jerarquía 
con jurisdicción en cada caso será final, firme y definitiva. 

 
III. 

 

 Como ya reseñamos, en el presente caso el foro apelado desestimó la 

Demanda presentada por el señor Pérez tras concluir que este, como 

apoderado de un equipo de la Liga de BSNF, se obligó a cumplir con los 

reglamentos de la FBPR y demás organismos deportivos. Por esta razón, y 

debido a que entre las disposiciones a las que el señor Pérez se obligó se 

encuentra la selección de un foro particular, el TPI estableció que el asunto 

en controversia estaba sujeto a adjudicación por los foros deportivos 

correspondientes, por lo que procedía la desestimación decretada. El señor 

Pérez, por su parte, sostiene en apretada síntesis que lo antes resuelto es 

erróneo ya que su reclamo descansa en disposiciones estrictamente de 

derecho y no sobre controversias deportivas sobre los que los foros 

deportivos, por razón de su expertise, deben atender en primera instancia. 

Un examen de los alegatos contenidos en el expediente, así como  de 

la Sentencia apelada y el derecho aplicable previamente reseñado, nos lleva 

a concluir que el TPI actuó correctamente al desestimar la demanda incoada 
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por el apelante y al sostener que, al advenir apoderado de un equipo de la 

Liga del BSNF, este se sometió voluntariamente a los reglamentos de dicha 

Liga y las organizaciones afiliadas y consecuentemente, renunció a recurrir 

a cualquier foro no deportivo para la adjudicación de cualquier 

controversia que surja de sus disposiciones reglamentarias.  

En la causa de epígrafe no existe controversia alguna en cuanto a que 

el señor Pérez es apoderado de las Santeras de Aguada, hoy en día 

conocidas como las Indias de Mayagüez. Como tal, conforme el derecho 

aplicable antes señalado, este está obligado a cumplir con los reglamentos 

internos de la Liga de Baloncesto Superior Nacional Femenino, así como 

con los reglamentos de la Federación de Baloncesto de Puerto Rico- a la que 

la primera está afiliada- y las regulaciones de la COPUR, incluyendo su 

Constitución. Los cuerpos reglamentarios ya discutidos, establecen la 

selección de un foro particular para la resolución de las controversias. Por 

ello, como correctamente enunció el tribunal, ante la selección de un foro 

específico para atender las controversias entre las partes, procede que los 

tribunales se abstengan de intervenir en la cuestión.  

 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la Sentencia 

emitida en el caso por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

San Juan (TPI), con fecha del 25 de agosto de 2021, notificada el día 27 del 

mismo mes y año en el caso SJ2020CV00810. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


